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Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado HÉCTOR FABIO RAMÍREZ VELÁSQUEZ, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el día treinta (30) de agosto de dos mil cinco (2005), mediante el cual se le negó la concesión de la prisión domiciliaria.  

1.- PROVIDENCIA 

Antes de pronunciarse sobre la petición elevada por el interno, el Juzgado del conocimiento se ocupó de analizar el discurrir normativo de la sustitución de la pena privativa de la libertad por la prisión domiciliaria. Se refirió al contenido de los artículos 461 y 314 de la Ley 906 de 2004, que regulaban la materia en esta nueva legislación y la incidencia que pudieran tener sobre el artículo 38 de la Ley 599 de 2000, que también se ocupaba del tema. Coligió que las normas del sistema acusatorio, en lo que hacía con la Ley 906 de 2004, produjeron modificaciones respecto a los aspectos procedimentales, mientras que en lo sustantivo se expidió la Ley 890 de 2004 que modificó el Código Penal. Además, la sustitución de que hablaba la codificación actual era diferente a la contemplada en el artículo 38 del C.P., y aunque versaban sobre la misma materia no eran excluyentes, sino que por el contrario, se articulaban y se complementaban, asemejándose más tal sustitución a la domiciliaria de que trataba la Ley 750 de 2002, de la cual consideró que se había dado una derogatoria tácita por virtud de lo establecido en la Ley 906 en su artículo 314.5.

Dijo que no obstante la derogatoria tácita que había operado, todavía continuaban vigentes otras disposiciones de la Ley 750 de 2002, que no habían sido derogadas, al tenor de lo preceptuado en el artículo 72 del Código Civil, dado que el artículo 314 es una norma procesal del nuevo sistema acusatorio que no tenía por objeto derogar reglas sustanciales o sustituir en su integridad la pena sustitutiva de la prisión domiciliaria. Acotó también, que ya no era necesario acudir al artículo 2º de la Ley 82 de 1993 para determinar la condición de madre cabeza de familia –aspecto no regulado en la Ley 750 de 2002-; por cuanto tal definición había sido insertada por intermedio del multicitado artículo 314 en su numeral 5º. 

Concluyó entonces que el artículo 38 de la codificación penal conservaba su plena validez y desde ese punto de vista, entró en el estudio de la petición elevada, para lo cual tuvo en cuenta el resultado de la visita social realizada en la residencia del interno, favorable a sus intereses, aunada a la corta pena que se le impuso, lo que permitiría en principio tener al señor RAMÍREZ VELÁSQUEZ como candidato para acceder a la sustitutiva de la pena de prisión. Empero, en el aspecto subjetivo, no salía bien librado ya que la forma de ejecución del punible revelaba una personalidad desviada y ajena al respeto a las más elementales normas sobre convivencia, dado que para lograr un lucro fácil, no le importó atracar a su víctima quien a la sazón se desplazaba con su hijo menor de edad, amedrentándolos a ambos con arma de fuego, instrumento con el cual se podía causar la muerte y en el mejor de los casos, lesiones. El argumento de la situación económica –que no era ajeno a muchas personas- no se podía volver justificante para atentar contra el patrimonio económico ajeno y poner en peligro vidas.

Por tanto, no era merecedor del disfrute de la prisión domiciliaria quien así había obrado, en especial por cuanto una de las víctimas era un menor de edad, a quien también despojaron de su celular y además, fueron obligados a permanecer con uno de los delincuentes en el vehículo, quien constantemente los amenazaba con su arma.  De lo anterior, se desprendía que se trataba de persona que constituía riesgo para la sociedad, en actitudes que no podían ser de recibo ni por la comunidad ni por el Estado.

Expresó que nuestra sociedad ve horrorizada cómo los depredadores del patrimonio ajeno se enseñorearon de las calles, llegando incluso a acabar con las vidas y a producir lesiones en quienes despojan, lo que exigía de la judicatura una posición más severa, en vista de que a pesar de estar encaminada la pena a la búsqueda de un fin resocializador, no se podía olvidar que la prevención general y especial eran también propósitos de la sanción penal.

En lo que hacía con la ausencia de antecedentes, no podía considerarse como patente de corzo, y sería negativo el mensaje que produciría en la comunidad el ser enviados a sus casas para descontar sus condenas, quienes vulneraban los derechos de los ciudadanos. Ello, también dejaría sin efecto otra de las funciones de la pena, cual era la retribución justa, máxime que quien delinque era persona joven con plena capacidad para trabajar y ser útil a los demás.

Finalmente, argumentó el señor Juez de primer nivel que no era posible acudir a tomar este tipo de determinaciones en audiencia pública, dado que los sentenciados podían estar en otros sitios diferentes a la sede del Juzgado, y que las normas que regían el juicio oral, se aplicaban antes de proferirse la sentencia y no en este estadio, donde se trataba de la ejecución de la pena impuesta. Al no haber regulación en la materia era procedente acudir a las normas del Código de Procedimiento Civil, para la notificación de la decisión e interposición de los recursos.

Finiquitó su decisión, concluyendo que no era procedente conceder al señor RAMÍREZ VÁSQUEZ la prisión domiciliaria.

2.- RECURSO 

Llegado el expediente a esta sede, se dio el trámite contemplado en el artículo 359 del Código de Procedimiento Civil y una vez surtido el respectivo traslado, el sentenciado presentó el memorial de sustentación del recurso, del cual extraemos lo siguiente:

Aportó copias de recomendaciones, cursos y estudios que ha desarrollado, con el fin de demostrar que es una persona trabajadora, que no tiene antecedentes y no es un peligro para la sociedad. Menciona que sostiene económicamente a sus padres y hermanos, que además, lo que hizo fue por estar pasando por una situación difícil. Agrega que es una persona estudiada, bachiller académico, reservista de primera línea y que cumple con los requisitos para disfrutar del beneficio de la prisión domiciliaria.

Como lo anunció, en efecto, anexó documentación atinente a sus estudios y labores desempeñadas en el ramo de la vigilancia y seguridad.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Luego de estudiadas las diligencias, en particular la modalidad en que se cometió el ilícito que ahora tiene tras las rejas al señor HÉCTOR FABIO RAMÍREZ VELÁSQUEZ, así como la decisión apelada y el recurso sustentado, no puede llegar esta colegiatura a una conclusión diferente a aquella que se plasmó en el auto interlocutorio impugnado.

Concuerda la Sala con el criterio esbozado con acierto por el señor Juez de instancia, en lo que respecta a la inmutabilidad que presenta el artículo 38 del Código Penal, con la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004 y las instituciones propias del sistema penal acusatorio colombiano. Es por tanto aquella norma la que debe servir de fundamento para responder a las pretensiones del apelante.

En ese orden de ideas, si bien es cierto el factor objetivo para la concesión del sustituto se cumple, merced a la pena contemplada para el delito (inferior a cinco –5- años) no lo es menos que el pronóstico que debe realizarse sobre el comportamiento del sentenciado, no permite colegir de manera categórica que no será un peligro para la comunidad, habida cuenta de las especiales circunstancias de la comisión del delito por el cual fuera sentenciado. Se mostró una gran insensibilidad frente a las víctimas del reato, en especial el menor que también se desplazaba en el vehículo, amén del uso de armas de fuego con el cual se intimidó a los ocupantes de la camioneta durante un considerable intervalo de tiempo, sin dejar de considerar que por la modalidad del ilícito, se evidencia una organización previa para la comisión de este tipo de desafueros. En buen romance, ello significa que no se vaciló a la hora de poner en peligro varios bienes jurídicamente tutelados: la vida, la integridad y el patrimonio económico, a pesar del conocimiento que se tenía de las consecuencias que tal obrar generaría.

Tal acontecer tiene una connotación especial, en el caso particular del señor RAMÍREZ VELÁSQUEZ, quien de conformidad con los documentos aportados al sustentar el recurso, es persona que se ha dedicado al ramo de la vigilancia y seguridad, razón por la cual su conducta antisocial adquiere mayor relevancia, dado que precisamente tales actividades llevan ínsitas la protección de los bienes ajenos. 

De contera, la precaria situación económica que atravesaba el sentenciado, y que ha sido esgrimida para justificar el delito cometido, no puede ser de recibo, al existir la posibilidad de acudir a las vías lícitas para suplir sus necesidades sin afectar al colectivo. 

En esas condiciones, lo que se impone es la continuación de la detención intramural, como medida que busca por un lado darle la oportunidad al interno para que recapacite en el rumbo que le ha dado a su existencia; pero además, proteger a la comunidad en la posibilidad de una reincidencia. 

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria impugnada. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WISON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
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